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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016.  

 Comparece ante nos el Sr. Francisco Echevarría Orengo,  

(señor Echevarría o peticionario) por derecho propio y quien se encuentra 

confinado en el Campamento Sábana Hoyos, del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación.  En su recurso, el peticionario solicita que 

revisemos la Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Mayagüez (TPI), mediante la cual declaró No Ha Lugar la “Moción 

Solicitando se Exima del Pago (Ley 183)”, presentada por el peticionario.  

La referida Resolución fue notificada el 20 de mayo de 2016. 

Conforme a la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, este Tribunal puede "prescindir de 

términos no jurisdiccionales, específicos," escritos, notificaciones o 

procedimientos adicionales, ello "con el propósito de lograr su más justo y 

eficiente despacho...".  En consideración a lo anterior, prescindimos de la 

comparecencia de la Oficina de la Procuradora General.  Examinado el 

escrito del peticionario, estamos en posición de resolver. 
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 Por los fundamentos que expondremos, expedimos el auto de 

Certiorari y confirmamos la determinación recurrida. 

I. 

 Conforme surge del escrito presentado por el peticionario, éste 

presentó una moción por derecho propio ante el TPI en la que solicitó que 

se le eximiera del pago de $300.00, impuesto como pena especial, en 

virtud de a la Ley Núm. 183 del 29 de julio de 1998 (Ley Núm 183-1998).  

Expone que con su petición ante el foro primario, incluyó evidencia 

demostrativa de su indigencia, en adición a que fue representado por un 

abogado de la Sociedad para Asistencia Legal.1  Manifiesta que tiene 49 

años de edad y que, ni él ni su familia cuentan con ingresos para efectuar 

el pago de la pena especial.  Señala que, al no poder hacer el pago de la 

pena especial, está obligado a cumplir la totalidad de su sentencia que 

incluye un (1) año y seis (6) meses de reclusión2, sin derecho a 

bonificaciones por estudio y trabajo que otorga el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación.    

 En su petición, el señor Echevarría no formula señalamiento de 

error alguno que debamos revisar, sino que solicita que, por ser indigente, 

se le exima del pago de la pena especial de $300.00 impuesta por el TPI. 

II. 

A. 

El recurso de Certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

de derecho cometido por un tribunal de menor jerarquía.  Pueblo v. Díaz 

de León, 176 DPR 913 (2009).  Este foro intermedio tiene la facultad para 

expedir el auto de Certiorari de manera discrecional, por tratarse de 

ordinario de asuntos interlocutorios.  

                                                 
1 Con su escrito, el peticionario no incluyó la Moción que presentó ante el TPI.  Nos 

solicitó que requiriéramos copia de la misma al foro primario. 
2 Conforme surge del Sistema de Apoyo de Tribunales (SIAT), la Sentencia impuesta al 

peticionario fue dictada el 25 de enero de 2016.  Mediante la misma se le impuso al 
señor Echevarría una condena de 1 año y 6 meses de cárcel, en adición del pago de la 

pena especial. 
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Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que nos son planteados mediante el recurso de Certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 40, señala los criterios que para ello debemos considerar.  Éstos son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, 
o de alegatos más elaborados.  

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

  

Un Certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, a 

la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención.  De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los procedimientos 

del caso sin mayor dilación en el foro de primera instancia.  

B. 

Por otra parte, la Regla 185 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, provee un mecanismo para que el Tribunal de Primera Instancia 

pueda efectuar correcciones a una sentencia ya dictada.  Pueblo v. Silva 

Colón, 184 DPR 759, 770-771 (2012).  Las disposiciones de dicha Regla 

les dan facultad a los tribunales para modificar una sentencia válida con 

el fin ulterior de reducir o rebajar la pena impuesta ante la existencia de 

una causa justificada y en bien de la justicia, siempre que se cumplan 

con ciertos términos y en determinadas circunstancias. Id.  En cualquier 

caso en que se solicite la rebaja de la sentencia, la misma debe ser 
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solicitada dentro del término de 90 días de haber sido dictada, según 

lo establece la Regla 185 de Procedimiento Criminal, supra.  Pueblo v. 

Martínez Lugo, 150 DPR 238, 245 (2000); Pueblo v. Cubero Colón, 116 

DPR 682, 684 (1985); Pueblo v. Mojica Cruz, 115 DPR 569, 573 (1984).  

Ahora bien, si se trata de una sentencia ilegal se puede solicitar su 

corrección en cualquier momento.  Pueblo v. Silva Colón, supra, pág. 774; 

Pueblo v. Martínez Lugo, supra, pág. 245.  La sentencia ilegal es aquella 

dictada por un tribunal sin jurisdicción o autoridad.  Pueblo v. Lozado 

Díaz, 88 DPR 834, 838 (1963).   

Cabe destacar que, el mecanismo provisto en la Regla 185, supra, 

no puede ser utilizado para alterar fallos condenatorios o veredictos de 

culpabilidad, toda vez que la Regla está dirigida exclusivamente a corregir 

o modificar la pena impuesta cuando la sentencia es ilegal, adolece de 

errores de forma, cuando se ha impuesto un castigo distinto al 

establecido o cuando razones justicieras ameriten reducir la pena.  Pueblo 

v. Silva Colón, supra, pág. 774.  Es decir, el remedio que se concede bajo 

esta Regla va dirigido exclusivamente contra la pena impuesta en la 

sentencia.  Es por ello, que una solicitud de esta naturaleza debe hacerse 

primeramente ante el tribunal sentenciador.  Pueblo v. Bigio Pastrana, 

116 DPR 748 (1985).   Una vez transcurren los términos de esa regla y 

expirados los plazos para presentar reconsideración, apelación, 

Certiorari o relevo de sentencia, la sentencia dictada válidamente 

advendrá final y firme.  (Énfasis nuestro).  Pueblo v. Silva Colón, supra, 

pág. 775. 

C. 

El Artículo 16 de la Ley Núm. 183-1998, conocida como la Ley para 

la Compensación a Víctimas de Delito, según enmendado, dispone:  

 “Se crea, en los libros del Departamento de Hacienda, un 
Fondo Especial denominado „Fondo Especial de 

Compensación a Víctimas de Delito‟, el cual será 
administrado por el Secretario de acuerdo a las disposiciones 

de esta Ley.[este capítulo] Dicho Fondo consistirá de: 
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 “(a) Todas las cantidades que se recauden por concepto de la 
imposición de la pena especial que se establece en virtud del 

Artículo 61 de la Ley 146-2012, según enmendada [sec. 5094 
del Título 33], conocida como el „Código Penal de Puerto Rico‟. 

[…] 
 

En lo pertinente a la imposición de la pena especial,  el Artículo 61 

del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5094, establece lo siguiente: 

Además de la pena que se impone por la comisión de un 
delito, el tribunal impondrá a todo convicto una pena especial 

equivalente a cien (100) dólares, por cada delito menos grave 
y trescientos (300) dólares por cada delito grave.  La pena 
aquí dispuesta se pagará mediante los correspondientes 

comprobantes de rentas internas. Las cantidades así 
recaudadas ingresarán al Fondo Especial de Compensación a 

Víctimas de Delito.   
  
 Cónsono con lo anterior, nuestro más Alto Foro en el caso de Pueblo 

v. Silva Colón, supra, pág. 777, expuso que:    

…la pena especial impuesta es inextricablemente parte de la 
sentencia.  Es decir, es parte de ese pronunciamiento que 

hace el tribunal que condena al acusado a compensar, de 
alguna forma, el daño causado.  La intención específica de 

que los fondos obtenidos por medio de la imposición de esta 
pena estén destinados al Fondo Especial de Compensación a 
Víctimas de Delito, no hace a esta pena ajena al resto de las 

penas aplicables a las personas naturales convictas de delito 
que sean sentenciadas. No podemos entonces fraccionar la 
sentencia cuando se peticiona su modificación, 

específicamente en cuanto a su pena especial.  Por lo tanto, 
es preciso concluir que al solicitar la modificación de la pena 

especial, a su vez, se está solicitando la modificación de la 
sentencia.   
  

III. 

 En el presente caso, el peticionario arguye que, al ser persona 

indigente que cumple sentencia en cárcel, que no cuenta con ingresos y 

fue representado en el TPI por la Sociedad para Asistencia Legal, debe ser 

eximido del pago de la pena especial de $300.00 que le fue impuesta en la 

Sentencia dictada el 25 de enero de 2016, por un cargo de tentativa de 

infracción al Art. 18 de la Ley Núm. 8 del 5 de agosto de 1987, 9 LPRA 

sec. 3217, mejor conocida como la Ley para la Protección de Propiedad 

Vehicular.  Lo antes expresado fue solicitado por el peticionario ante el TPI 

el 4 de mayo de 2016.  No obstante, su petición fue declarada No Ha 

Lugar, razón por la cual éste recurre ante este foro apelativo intermedio.  
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El TPI dispuso:  “...El Tribunal no tiene la discreción para eliminar la 

pena de $300.00”. 

 Primeramente, cabe puntualizar que la Regla 30.1 de nuestro 

Reglamento, supra, establece que: 

(A)  Cuando el apelante se encontrare recluido en una 

institución penal o institución de otra naturaleza bajo 
custodia del Sistema Correccional y apelare por derecho 
propio, la apelación se formalizará entregando el escrito de 

apelación, dentro del término para apelar a la autoridad 
que lo tiene bajo custodia.  Dicha autoridad vendrá 
obligada a presentar inmediatamente el escrito de 

apelación en la secretaría del tribunal que dictó la 
sentencia y copia del mismo en el Tribunal de Apelaciones 

o en el Tribunal de Apelaciones, en cuyo caso remitirá 
copia del mismo al tribunal apelado. Al recibo del escrito 
de apelación, el Secretario(a) del tribunal sentenciador o 

del Tribunal de Apelaciones lo notificará al(a la) Fiscal de 
Distrito y al Procurador(a) General.  

 
(B)  Si el confinado entregara el escrito de apelación a los 

funcionarios de la institución con tiempo para ser recibido 

en el tribunal apelado o en el Tribunal de Apelaciones 
antes de vencer el término para apelar y dichos 
funcionarios dejan de darle curso, tal entrega equivale a 

una presentación del escrito de apelación dentro del 
término para iniciar el recurso y a la notificación al (a la) 

Fiscal y al Procurador(a) General. 
 

Se desprende del escrito presentado por el peticionario, que éste 

firmó el documento el 2 de junio de 2016.  El mismo contiene el sello 

impreso de la Oficina de Record Penales del Campamento Sabana Hoyos, 

pero no certifica la fecha de entrega.  Fue recibido en este Tribunal el 18 

de julio de 2016.  No obstante, tomando en cuenta la fecha en que fue 

suscrito como la de entrega a la autoridad que lo tiene bajo custodia, 

entendemos que dicha acción se hizo dentro del término dispuesto para la 

presentación del recurso de Certiorari.  Por tanto, tomamos el escrito 

como presentado dentro del término de treinta (30) días contados a partir 

de la notificación de la Resolución aquí recurrida.  

En torno a la petición que hace el señor Echevarría, según consta 

en el precitado Artículo 61 del Código Penal, supra, el juez o jueza, al 

dictar la sentencia tiene la obligación de imponer la pena especial para 

cada delito grave o menos grave que cometa el convicto.  Ciertamente, la 

letra de la referida legislación no deja margen a la discreción.  Cabe 
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destacar la norma firmemente establecida en nuestro Código Civil a los 

efectos de que la letra clara de la ley es la mejor expresión de su espíritu y 

cuando la ley es clara y libre de toda ambigüedad, no debe ser 

menospreciada su letra bajo el pretexto de cumplir su espíritu.  31 LPRA 

sec. 14.    

De igual forma puntualizamos que nuestro Tribunal Supremo ha 

reafirmado la estrecha relación que existe entre la pena especial y las 

sentencias.  De modo, que para nuestro más Alto Foro, la pena especial 

es parte integral del resto de las penas aplicables a las personas naturales 

convictas de delito.  De esta forma, la exclusión de la pena especial en 

este caso constituye una modificación de la sentencia.  Ahora bien, según 

resuelto por nuestro Tribunal Supremo en el caso de Pueblo v. Silva, 

supra, “…una petición de modificación de la pena impuesta legalmente 

es, en esencia, una solicitud de reconsideración de la sentencia.  En ese 

contexto, la naturaleza de esta solicitud es una apelación a la clemencia 

del foro juzgador para que vuelva a considerar, según su criterio, lo que 

ya dispuso.  Por lo tanto, la solicitud de modificación de la pena especial 

es de por sí una reconsideración.”    

En el caso que nos ocupa la Sentencia fue dictada el 25 de enero de 

2016 y el tribunal tenía la obligación de imponer la pena especial, según 

dispuesta en el Artículo 61 del Código Penal, supra, para un delito grave.  

El peticionario solicitó que se le eximiera del pago de la pena especial 

mediante moción presentada ante el TPI el 4 de mayo de 2016.  Por tanto, 

ya había transcurrido el término dispuesto en la Regla 185 de 

Procedimiento Criminal, supra, para solicitar la reconsideración o 

modificación de la sentencia, dictada válidamente, por lo cual la misma 

advino final y firme.   Ante ello, concluimos que actuó correctamente el 

foro primario al denegar la solicitud objeto del presente caso. 

IV. 

En atención a las razones previamente expuestas, expedimos el 

auto solicitado y confirmamos la Resolución emitida por el foro primario. 
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


